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SENTENCIA Nº 487

En Albacete, a diecinueve de Noviembre de 2007

Vistos por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha los
presentes autos n° 283/04, seguidos a instancia de D.  Marco Antonio  , representado por la Procuradora Dª Ana
J. Gómez Ibáñez, contra el Ayuntamiento de Chozas de Canales, representado por el Procurador D. Trinidad
Cantos Galdámez, y como codemandada la entidad "Yaquín Inversora SL." representada por el Procurador
D. Manuel Cuartera Peinado; en materia de urbanismo. Siendo Ponente el Iltmo. Sr. D. Juan María Jiménez
Jiménez.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. Por la actora se interpone recurso contra el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Chozas de
Canales, de 12 de mayo de 2004, en lo que se refiere al Punto Segundo del mismo, relativo a la aprobación de
PAU. Z9 y adjudicación de derecho a urbanizar.

1

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openCDocument/47c54a4d73e1a1960213cb3f1cfb5aa21b695b2a8c643c74


JURISPRUDENCIA

Recibido el expediente administrativo, se da traslado del mismo al recurrente, quien formula demanda
interesando se dicte sentencia por la que se declare la nulidad del acuerdo recurrido y de las Modificaciones
Puntuales de las Normas Subsidiarias que en el se contienen, con condena en costas a la Administración
demandada.

SEGUNDO. Por el Ayuntamiento de Chozas de Canales se formula contestación oponiéndose a los
pedimentos efectuados y solicitando se dicte sentencia desestimatoria del recurso formulado. Por la entidad
codemandada se formula contestación a la demanda interesando sentencia desestimatoria.

TERCERO. En los presentes autos se ha procedido a la práctica de la prueba propuesta y admitida con el
resultado que consta en autos. Por las partes se han formulado conclusiones. Se señala para votación y fallo
el día 18 de octubre de 2007, en que tuvo lugar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. El acto administrativo objeto de impugnación por el recurrente es, como ya se ha referido, la
aprobación por el Pleno municipal de Chozas de Canales del PAU Z9 y de la correspondiente adjudicación del
derecho a urbanizar. En concreto, los puntos incluidos en lo aprobación son los siguientes; Primero, "Aprobar el
programa de Actuación Urbanizadora Z9, así como las Modificaciones Puntuales de las Normas Subsidiarias
que en él se contienen, al ser la única Alternativa Técnica presentada, acordando su ejecución mediante gestión
indirecta, quedando condicionada su aprobación al cumplimiento de todas las determinaciones exigidas en
los informes emitidos por la Comisión Provincial de urbanismo, Consejería de Medio Ambiente y Comisión
Regional de Urbanismos."

En el resto de puntos del acuerdo impugnado se procede a seleccionar la Proposición Jurídico Económica
presentada por la entidad codemandada, se adjudica a esta el derecho a urbanizar y se procede a la
formalización del Convenio Urbanístico, desestimado finalmente las alegaciones presentada por el propio
recurrente.

Por el recurrente se articula su recurso sobre la base de diversas alegaciones con las que interesa se declare la
nulidad del acuerdo impugnado. Estos argumentos esgrimidos son de acuerdo con el mismo orden expuesto
en la demandada los siguientes: nulidad por cuanto que dado que existen obras clandestinas en los terrenos
donde se ha procedido a ejecutar el instrumento aprobado, se debería previamente haber procedido a elaborar
proyecto de legalización de acuerdo con el artículo 181 de la LOTAU; nulidad por omisión o infracción de
procedimiento en la presentación del proyecto por parte de la promotora al faltar el convenio urbanístico
propuesto, así como por haber presentado con posterioridad y de forma extemporánea una nueva proposición
jurídico económica; nulidad por incumplimiento de las indicaciones contenidas en los informes vinculantes
emitidos por la Administración autonómica; nulidad por irregularidades en la convocatoria del Pleno en el
que se aprobó el PAU y la modificación de las normas subsidiarias, omisión de informe del Secretario del
Ayuntamiento, y falta de las mayorías exigidas para aprobar el acuerdo impugnado; ineficacia del Proyecto
aprobado hasta en tanto no se procediera a subsanar la omisión de las condiciones establecidas en los
informes antes mencionados; infracción de las normas reguladoras de los derechos y obligaciones de los
propietarios de suelo urbano al exigir al recurrente cesiones improcedentes; y nulidad del convenio urbanístico
aprobado.

Por parte del Ayuntamiento y de la entidad codemandada, se formulan oposición alegando la plena legalidad
del acuerdo municipal, entendiendo plenamente subsanadas las condiciones exigidas en los informes
preceptivos y negando la concurrencia de las infracciones denunciadas por el recurrente.

SEGUNDO. Con carácter previo al análisis de las diversas cuestiones suscitadas, entiende la Sala que resulta
procedente reseñar la génesis que presidió la aprobación de este proyecto y de la modificación de las normas
urbanísticas que le sirven de cobertura. Así consta en los autos y resulta admitido, que por parte de la
promotora, hoy demandada, se iniciaron en los terrenos luego comprendidos en el PAU aprobado, obras
encaminadas a la urbanización y construcción de viviendas, que por lo que ahora interesa carecían del más
mínimo soporte legal. Esta situación es la que motivó que por la Sala se procedería a acordar como medía
cautelar la inmediata suspensión de las obras. Media que solo se alzó una vez acreditada la aprobación de
este proyecto y de las normas urbanísticas que le servían de soporte normativo, al proceder a modificar la
clasificación del suelo rústico en urbano. Con esto lo que se quiere decir es que en el caso de autos no se ha
seguido el proceso lógico de aprobación de normas y programas urbanísticos, y posterior inicio de las obras,
sino que estas ya estaban iniciadas y tras muchas dificultades suspendidas, cuando se procede a aprobar los
instrumentos legales ahora impugnados.
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Dicho lo anterior procede la Sala a examinar las diversas alegaciones esgrimidas por parte del recurrente
y defendidas por los codemandados. Entendiendo que procede en primer lugar a analizar aquellas de las
alegaciones que, así lo entiende la Sala, caso de ser estimadas, pudieran ser determinantes de la nulidad de
pleno derecho del acuerdo impugnado. Y sin que en ningún caso este proceder vaya a suponer indefensión
a alguna de las partes.

TERCERO. Procede a juicio de esta Sala examinar en primer lugar las irregularidades denunciadas por el
recurrente en relación a la celebración y desarrollo del Pleno municipal en el que se procede a aprobar el
acuerdo impugnado.

La regulación de las convocatorias de los plenos municipales, los tipos de sus sesiones, los requisitos de las
sesiones extraordinarias en sus dos modalidades, la necesidad de motivación, el plazo que debe mediar entre
la convocatoria de la sesión extraordinaria y su celebración, así como la necesidad de informe del Secretario,
vienen expresamente contempladas y desarrolladas, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Bases, en el Real
Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

En el mismo se dedica a los requisitos de la celebración de las sesiones los artículos 77 y siguientes, así
como el artículo 173 contempla la necesidad de emisión de informe del Secretario en aquellos asuntos que
requieren mayoría especial. Pues bien, examinados estos artículos, cuya transcripción se evita por innecesaria,
se comprueba a la vista del expediente relativo a la convocatoria y que consta incluido en el expediente
administrativo remitido, como efectivamente se han cometido todas las irregularidades que eran posibles en el
caso de autos. El Decreto de 10 de mayo de 2004 de la Alcaldía carece de la mínima motivación para convocar
una sesión extraordinaria y no se ha respetado el plazo de dos días hábiles exigidos por cuanto que el Pleno
se celebra el día 12 del mismo mes. Y caso de entender que la convocatoria era para una sesión extraordinaria
de carácter urgente, además de faltar la misma motivación aún si cabe más exigible, no se habría incluido
como primer punto del orden la ratificación por el Pleno de la urgencia de la convocatoria. En ambos casos, y
por tratarse de una materia propia de una mayoría especial, como ahora veremos, tampoco consta como era
necesario el informe de la Secretaría.

No obstante este cúmulo de irregularidades, la Sala concluye que las mismas no son necesariamente
invalidantes. Y ello con la doctrina asentada de manera consolidad por la jurisprudencia del Tribunal Supremo,
entre otras en la sentencia de 1 de marzo de 2000 , al considerar que estas irregularidades en ningún caso han
alterado o impedido la participación de los miembros del Pleno, el ejercicio por los mismos de sus derechos y
en su caso, el sentido de su voto. Así resulta del expediente y sin que en ningún caso por el recurrente se haya
hecho objeto de prueba que este procedimiento de convocatoria haya alterado el resultado de la votación.

Valoración distinta merece la cuestión relativa a las mayorías exigidas para aprobar el acuerdo impugnado. El
mismo como ya hemos dicho supone aprobar una modificación de normas subsidiarias, así como el proyecto
por el que se procede a la ejecución de determinadas obras de actuación. Pues bien, tratándose como se ha
dicho de aprobar y modificar normas de carácter urbanístico, la regla general que se limita a exigir mayoría
simple del Pleno y que es la establecida tanto en el artículo 47.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de
las Bases del Régimen Local como en el artículo 99.1 del Reglamento organizativo antes citado, cede ante la
exigencia de mayoría absoluta que se establece en el apartado 2 del artículo 47 de la citada ley . Que establece
entre las materias que exigen el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las
corporaciones "los acuerdos que corresponda adoptar a la corporación en la tramitación de los instrumentos
de planeamiento general previstos en la legislación urbanística".

Pues bien, siendo el número de miembros legales de la corporación local de nueve, el acuerdo adoptado e
impugnado solo obtuvo cuatro votos afirmativos y ninguno en contra. No obstante lo cual, este número de
votos, no alcanza a la mayoría absoluta de nueve, que exigiría el voto de al menos cinco de los concejales. La
ausencia pues de la mayoría cualificada exigida, no por una norma de rango meramente reglamentario sino
con rango de ley, obliga necesariamente a considerar que el acuerdo adoptado fue nulo de pleno derecho por el
motivo indicado, tanto en lo que se refiere a la modificación de las normas subsidiarias, como a la aprobación
del PAU

CUARTO. No obstante lo anterior, determinante ya de la nulidad del acuerdo impugnado, no quiere la Sala
dejar de señalar la improcedencia de la aprobación del acuerdo en lo que respecta a la observancia de las
condiciones exigidas por los organismos autonómicos con expresa competencia en la materia. Competencia
que se manifiesta en el carácter preceptivo y vinculante de sus informes. Y si bien estos se pueden emitir
en sentido favorable al acuerdo, pero exigiendo que previamente a la aprobación del PAU se subsanen los
defectos u omisiones observados, lo que en ningún caso pueden hacer los municipios es a su vez, aprobar
el PAU subordinando su eficacia al cumplimiento de las condiciones exigidas. Por cuanto supone sustraer

3



JURISPRUDENCIA

al derecho de los recurrentes causando indefensión, así como a la competencia de la Sala el conocimiento
completo de las condiciones exactas en las que finalmente va a ser ejecutado el proyecto. Pues bien, sin
perjuicio como decimos de que esa aprobación del programa de actuación urbanizadora sin que conste el
cumplimiento de todas y cada una de las condiciones estipuladas en los informes vinculantes, pudiera ya por
si determinar otra causa de nulidad, lo que desde luego no cabe es admitir la validez del programa, cuando ni
siquiera tras su aprobación se han subsanado todas las omisiones cuyo cumplimiento se postergaban en el
tiempo. Esto es, si bien pudiera admitirse que el cumplimiento de las condiciones exigidas con posterioridad
a la aprobación del PAU permitiera declarar su validez, lo que es incuestionable es que si tras la tramitación
de los autos y la práctica de la prueba se concluyen que siguen faltando condiciones de las señaladas por los
órganos competentes, la conclusión sobre el PAU no puede ser otra que la de su nulidad. Y en el caso de autos, a
pesar de lo manifestado por los codemandados en base a certificados emitidos por el Ayuntamiento, no consta
que con posterioridad al acuerdo impugnado se hayan subsanado todas las condiciones exigidas, siendo
esto determinante de una nueva causa de nulidad. En concreto y del examen del expediente se comprueba la
ausencia del proyecto de legalización de las obras preexistentes, que no obstante referirse que se presentó
con fecha 10 de agosto de 2004 no consta en el expediente; el informe favorable exigido en todo caso relativo
a la servidumbre de acueducto que debe emitir la Confederación Hidrográfica del Tajo, a pesar de si haberse
tramitado expediente de servidumbre, no consta dicho informe previo; la adaptación de las dimensiones de la
parcela mínima de 150 metros cuadrados a 250 tal y como exige las Normas de la localidad, toda vez que el
proyecto presentado para subsanar parte de las condiciones exigidas, sigue señalando como dimensiones de
la parcela los referidos 150 metros; y en fin la omisión por ejemplo del informe que debía ser evacuado por
la Dirección General del Agua.

Lo expuesto no sirve sino para corroborar aun más si cabe la nulidad declarada en el fundamento anterior
por falta de la mayoría exigible, y que ahora se reafirma por incumplimiento de las condiciones exigidas con
carácter previo a la aprobación del acuerdo, y en todo caso, por la falta de subsanación de estas omisiones
con posterioridad, en concreto algunas de especial trascendencia como las referidas a la legalización de las
obras o dimensiones de la parcela mínima.

Esta declaración de nulidad del acuerdo, se proyecta pues sobre la modificación de las normas, como sobre
el PAU aprobado, siendo ambos nulos de pleno derecho por los motivos invocados.

QUINTO. Conforme al art. 139 LJCA no procede imponer las costas a ninguna de las partes.

Vistos los artículos citados, sus concordantes y demás de general y pertinente aplicación

FALLAMOS.-

Que ESTIMAMOS el recurso contencioso administrativo formulado por D.  Marco Antonio  contra el Acuerdo del
Pleno del Ayuntamiento de Chozas de Canales, de 12 de mayo de 2004, en lo que se refiere al Punto Segundo
del mismo, relativo a la aprobación de PAU. Z9 y adjudicación de derecho a urbanizar, declarando la nulidad
del referido acuerdo con los efectos señalados en el Fundamento Cuarto; sin condena en costas a ninguna
de las partes.

Notifíquese la presente resolución a las partes personadas haciéndole saber que contra la misma cabe
interponer recurso de casación en término de DIEZ DÍAS.

Así por nuestra sentencia, de la que se llevará certificación literal a los autos originales, la pronunciamos,
mandamos y firmamos.

PUBLICACIÓN: En la misma fecha fue leída y publicada la anterior resolución por el Iltmo. Sr/a. Magistrado
que la dictó, celebrando Audiencia Pública. Doy fe.

DILIGENCIA: Seguidamente se procede a cumplimentar la notificación de la anterior resolución. Doy fe.
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